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1.- INTRODUCCION

Atendiendo al tema general del Congreso que nos convoca, ”Repensando las relaciones entre Estado, Democracia y Desarrollo”, observamos que son numerosas las posibles cuestiones sobre las cuales la Administración Pública puede y debe asumir la tarea de “repensar”. Y en otras, pensar por vez primera.

Este estudio comparativo
 se vertebra con dos grandes ejes: las nuevas tecnologías y el derecho ciudadano al acceso a la información pública, e invita a reflexionar juntos sobre el punto en que ambos ejes se cruzan.

Las nuevas tecnologías, entre ellas Internet, caracterizan la llamada “Sociedad de la Información” y han modificado la cotidianeidad, la manera de comunicarnos, de trabajar, de nacer, de morir.... 

También han llegado para modificar nuestra manera de acceder, solicitar y brindar información. Por ejemplo, para alguien que vive en el interior de una provincia, que antes debía ir personalmente a realizar trámites a un Ministerio, recorriendo muchos kilómetros y perdiendo el día de trabajo, ahora puede hacerlo en pantuflas, desde la comodidad de su living, utilizando un módem y una computadora.

En la actualidad, a través de algunos portales web de los gobiernos, es posible seguir un expediente con solo ingresar el DNI; descargar leyes y decretos; verificar una deuda fiscal; averiguar el listado de escuelas cercanas al domicilio, acceder al Boletín Oficial,  postularse para una beca, por citar sólo algunos ejemplos.

Para la administración pública esto implica un nuevo y gran desafío. 

Graciela Alvarez, en su ponencia presentada en el marco de este congreso en su edición anterior, decía al respecto: "...integrarse al trabajo en equipos multidisciplinarios, adiestrarse constantemente en el manejo de nuevas tecnologías, son requisitos esenciales para servir eficazmente en la administración pública. Enfrentar estos desafíos no es tarea fácil: exige un compromiso y una apertura mental de parte de los agentes, pero también políticas claras y duraderas implementadas desde los más altos niveles de gobierno”.

En cuanto al derecho al acceso a la información pública, -el otro eje que vertebra este estudio-, es posible observar cómo la temática pugna por instalarse en la sociedad. Paradójicamente, existen sectores donde ha adquirido fuerte vigencia (quizás consecuencia de los lamentables hechos de corrupción por todos conocidos y el debilitamiento de la imagen de la clase política ante la opinión pública), pero aún una gran parte de la población no conoce o conociéndolo, no se interesa por ejercitar este derecho fundamental para el fortalecimiento y control de las instituciones democráticas.

El efectivo ejercicio del derecho de acceso a la información permite: “monitorear y controlar la gestión pública; es necesario para la formación de la opinión y la construcción de un debate informado, posibilita la participación ciudadana en los asuntos públicos y  fomenta la transparencia en la gestión del Estado mejorando la calidad de sus instituciones” (CIPPEC: 2005)
Por ello, se hace necesaria la instalación del tema en las agendas de los gobiernos provinciales y municipales, en pos del destierro de la cultura del secretismo que tanto daño y apatía ha causado a nuestro pueblo e instituciones, reemplazándola por una cultura de la transparencia y la apertura.

Hoy estamos  aquí  “por una Administración Pública de puertas abiertas y de cara al ciudadano que contribuya a crear ciudadanía, a construir un poder democrático. Esto implica desterrar privilegios de casta y actitudes ocultistas”, como reza la presentación  de este Congreso. 

2.- OBJETIVOS 

· Abordar los desafíos que debe asumir la Administración Pública y los decisores de Políticas Públicas en un tiempo signado por rápidos avances científicos y tecnológicos. 

· Analizar un mecanismos de acceso y requerimiento de información pública que ha crecido significativamente: las páginas web de los gobiernos.

· Aportar al debate público sobre la temática, a través del estudio y análisis de experiencias comparadas en la región y en el mundo. 
· Proponer soluciones integrales para que la ciudadanía pueda acceder a información y/o requerirla por medios electrónicos.
· Fomentar la participación activa de los ciudadanos en el ejercicio de sus derechos democráticos.
3.- MARCO TEORICO-CONCEPTUAL

Pomed Sánchez, en su libro “El derecho de acceso de los ciudadanos a los archivos y registros administrativos” (1989), habla de la concreción de “administración de cristal, en lo que no se oculte aquello que  a la colectividad le interesa conocer”. 

Según el autor, “…nos hallamos ante un derecho de carácter puramente instrumental, cuyo ejercicio no se agota en sí mismo sino que habrá de servir para mejor asegurar los principios básicos sobre los que se asienta una democracia”. 

El derecho al acceso a la información pública constituye un derecho en sí mismo, pero también es una derivación de derechos y principios fundamentales del sistema republicano, y contribuye a asegurar la vigencia de los mismos.

Básicamente, deriva del principio republicano de “publicidad de los actos de gobierno”. Al mismo tiempo, el derecho en cuestión es consecuencia del principio de “libertad de expresión”,  siendo la prensa  destinatario importante de su ejercicio.

A pesar del reconocimiento de este derecho como fundamental para el control ciudadano de la gestión de gobierno, continúan vigentes las llamadas “leyes secretas”, y los despliegues de discrecionalidad en el manejo de la cosa pública que todo conocemos.

La reserva discrecional es el principio según el cual: “…el gobierno puede recurrir a un proceder arbitrario para mantener en secreto cualquier documento o información que desee” (Rowat, 1985).

En la actualidad, son muchos los países con gobiernos democráticos que consideran  necesario instalar un nuevo principio: el de la “Discrecionalidad  0
”, desterrando la cultura del secretismo y reemplazándola por la cultura de la transparencia.

Esto implica que todos los documentos oficiales deben ser accesibles al ciudadano, salvo los que por razones valederas y debidamente fundamentadas, deban ser exceptuados.

Sigue Rowat diciendo que: “…existen grupos profesionales claves de la sociedad que perciben los indeseables efectos del sistema de reserva, pero por desgracia, sus intereses son tan diferentes que no alzan sus voces al unísono”. (1985)

Para el autor, entre estos grupos se encuentran los abogados, jueces, periodistas, científicos, historiadores. 

Asimismo, el acceso a la información es fundamental para el ejercicio del derecho de igualdad ante la ley y a la defensa ante la Administración. “Para el ciudadano común”, señala Rowat, “el servicio público es anónimo, desconocido e impenetrable. Puede contar con tan poca información acerca de un fallo en su contra que ni siquiera puede saber si los procedimientos fueron injustos o las razones inadecuadas” (1985).

No estamos hablando de un derecho “nuevo”. En 1966 con la sanción  de la FOIA (Freedom of Information Act), en EEUU, su vigencia adquiere impulso a nivel mundial, constituyendo un gran estímulo para que otros países legislen en la materia.

4.- MARCO LEGAL

Si bien la soberanía del pueblo, la forma republicana de gobierno, la libertad de expresión, ya tenían reconocimiento expreso en la  Constitución Nacional de 1953, en esa época la Administración Pública era más reducida y mucho menos compleja

El actual marco normativo argentino no cuenta con una ley nacional que regule el ejercicio del derecho a la información pública. Sin embargo, el mismo está garantizado en nuestra Carta Magna, en su artículo 75 inciso 22.

Los tratados internacionales con rango constitucional que hacen referencia a la transparencia de las instituciones y el acceso a la información son:  

· Declaración Universal de los Derechos Humanos (Artículo 19)

· Convención Americana sobre Derechos Humanos (Artículo 13. Inciso 1)

· Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos  (Artículo 19. Inciso 2)
Mientras diversas organizaciones de la sociedad civil impulsan la sanción de una Ley de Acceso a la Información Pública que respete principios y estándares internacionales
, , el Presidente Néstor Kirchner emitió en diciembre del 2003 el Decreto Nº 1172 que regula el derecho de acceso a la información en el ámbito del Poder Ejecutivo Nacional.

También algunos gobiernos provinciales y municipios ya cuentan con leyes, decretos y ordenanzas al respecto. 

Leyes provinciales: 

· Río Negro – Ley 1829 

· Chubut – Ley 3764 

· Jujuy – Ley 4444 

· Buenos Aires – Ley 12.475 

· Córdoba – Ley 8835 – Ley 8803 

· Ciudad Autónoma de Buenos Aires – Ley 104 

· La Pampa - Ley 1654 

· Tierra del Fuego - Ley 653 

Ordenanzas Municipales: 

· Ushuaia – Ordenanza Municipal N° 2474 

· General Pueyrredón – Ordenanza 13.712

A continuación, el análisis se circunscribirá a la legislación de la Pcia. de Córdoba. Sin embargo, cabe aclarar que las leyes de las distintas provincias han bebido de las mismas fuentes.. 

Del mismo modo, el  Decreto Nº 1172/2003 y su Reglamento no presenta diferencias sustanciales en cuanto a contenido, con la Ley cordobesa.

4.1.- Ley de Acceso al Conocimiento de los Actos del Estado de la Provincia de Córdoba Nº 8.803 . 1999. 

a) ¿Quiénes tienen derecho al acceso al conocimiento de los actos del estado?

TODA persona tiene derecho, de conformidad con el principio de publicidad de los actos de gobierno, a solicitar y a recibir información completa, veraz, adecuada y oportuna.

b) ¿Quiénes están obligados a proporcionar información pública?

Cualquier órgano perteneciente a la administración pública provincial, municipal y comunal, centralizada y descentralizada, de entes autárquicos, empresas y sociedades del Estado, sociedades anónimas con participación estatal mayoritaria, sociedades de economía mixta y todas aquellas otras organizaciones empresariales donde el Estado provincial, las municipalidades o las comunas tengan participación en el capital o en la formación de las decisiones societarias, del Poder Legislativo y del Judicial, en cuanto a su actividad administrativa, y del Defensor del Pueblo, Tribunal de Cuentas, Consejo Económico y Social y Ministerio Público Fiscal.

c) ¿Qué se entiende por “Información”?

Se considera como información a los efectos de esta Ley, cualquier tipo de documentación que sirva de base a un acto administrativo, así como las actas de reuniones oficiales. Debe proveerse la información contenida en documentos escritos, fotografías, grabaciones, soporte magnético o digital, o en cualquier otro formato y que haya sido creada u obtenida por el órgano requerido que se encuentre en su posesión y bajo su control.

d) ¿Cuáles son los límites de la Ley?

No se suministra información: 

Que afecte la intimidad de las personas, ni bases de datos de domicilios o teléfonos; de terceros que la administración hubiera obtenido en carácter confidencial y la protegida por el secreto bancario; cuya publicidad pudiera revelar la estrategia a adoptarse en la defensa o tramitación de una causa judicial, o de cualquier tipo que resulte protegida por el secreto profesional; contenida en notas internas con recomendaciones u opiniones producidas como parte del proceso previo a la toma de una decisión de autoridad pública que no formen parte de los expedientes; cuya difusión comprometa la seguridad de la Provincia, la paz y el orden público; cuya publicidad pudiera revelar estrategias empresariales; sobre materias exceptuadas por leyes específicas.

e) ¿Puede suministrarse información parcial?

Sí, en caso que exista un documento que contenga información cuyo acceso esté limitado en los términos del artículo anterior, debe suministrarse el resto de la información solicitada.

f) ¿Se debe pagar por la información?

No, el acceso a la información es gratuito. Sólo los costos de reproducción de la misma son a cargo del solicitante (fotocopias, diskettes, Cd´s),

g) ¿Cómo se debe redactar la solicitud de información pública?

La solicitud de información debe ser realizada por escrito, con la identificación del requirente, sin estar sujeta a ninguna otra formalidad. 

h) ¿Es necesario explicar las razones por las que se solicita información?

El órgano requerido no puede exigir la manifestación del propósito de la solicitud. 

i) ¿Qué constancia queda al solicitante del pedido realizado? 

Debe entregarse al solicitante de la información una constancia del requerimiento.

j) ¿Cuánto tiempo se debe esperar por la respuesta?

TODA solicitud de información requerida en los términos de la presente Ley debe ser satisfecha en un plazo no mayor de diez (10) días hábiles. El plazo se podrá prorrogar en forma excepcional por otros diez (10) días hábiles de mediar circunstancias que hagan difícil reunir la información solicitada. En su caso, el órgano requerido debe comunicar, antes del vencimiento del plazo de diez (10) días, las razones por las cuales hará uso de la prórroga excepcional.

k) ¿Qué pasa si nadie responde?

SI una vez cumplido el plazo previsto, la demanda de información no se hubiera satisfecho se considera que existe negativa en brindarla, quedando habilitada la acción de amparo por mora de la Administración.

l) ¿Qué ocurre en caso de denegación?

 Si la resolución fuere denegatoria, se podrá proceder a la acción de amparo cuando se hay asegurado que la solicitud de información no se encuentra encuadrada en los límites de la Ley, o si  la fundamentación fuere arbitraria, insuficiente o aparente.

ll) ¿Quiénes pueden disponer la denegación de la  información?

La denegatoria de la información debe ser dispuesta por un funcionario de jerarquía equivalente o superior a Director General, en forma fundada explicitando la norma que ampara la negativa.

m) ¿Qué tipo de responsabilidad le cabe a quien dificulta el ejercicio de este derecho?

EL funcionario público o agente responsable que en forma arbitraria obstruya el acceso del solicitante a la información requerida, o la suministre en forma incompleta u obstaculice de cualquier modo el cumplimiento de esta Ley, es considerado incurso en falta grave.

4.2.- CARTA DEL CIUDADANO
 – Ley 8.835 - 2000

Art. 1.- Objetivos:

c)  Promover y asegurar la participación y los controles ciudadanos, la iniciativa privada, la información amplia y oportuna, la transparencia de la gestión pública, la constante rendición de cuentas y la plena responsabilidad de los funcionarios.

e) Información permanente a las personas sobre la gestión estatal y los gastos públicos a través de un sistema informatizado amplio, preciso, transparente, actualizado y de fácil acceso.

Artículo 4.- TODAS las personas en la Provincia tienen derecho a: 

a) Obtener prestaciones y servicios públicos de calidad, efectivos para satisfacer sus necesidades y en plazos adecuados

b) Tales prestaciones y servicios deberán prestarse mediante métodos y tecnologías modernos, centrados en la satisfacción del ciudadano y darán ayuda -de manera equitativa- a quienes más lo necesiten.

Artículo 9.- TODAS las personas en la Provincia tienen derecho a: 

a) Obtener, en forma gratuita, una dirección de correo electrónico a través del cual pueda recibir publicidad sobre los actos de estado y de gobierno, y difusión sobre información referida a la Provincia que sea de interés cultural, científico, económico, impositivo, financiero, comercial, turístico u otro que se considere útil, para lo cual cada ciudadano tendrá una clave y contraseña individual de acceso
.

b) Requerir la utilización de equipamiento informático estatal para quienes no posean infraestructura propia. Las computadoras deberán estar ubicadas en lugares visibles y podrán ser usadas en los horarios de atención que funciona la administración pública
.

Artículo 10.- Las funciones, prestaciones y servicios del Estado Provincial se sujetarán a los siguientes principios: 

A) CALIDAD (…) 

B) INFORMACIÓN Y TRANSPARENCIA Deberá suministrarse toda la información disponible en lenguaje simple, preciso y de fácil acceso sobre la gestión y servicios existentes, criterios de admisión, trámites que deben realizarse, estándares de calidad, desempeño, plazos, costos, y funcionario responsable. 

C) PARTICIPACIÓN Deberá propiciarse la participación del ciudadano y arbitrar los medios para recibir y procesar -en forma orgánica y permanente- las opiniones y evaluaciones de los usuarios, ponderando las críticas y recomendaciones en las decisiones que se adopten sobre dichos servicios (…)

D) CORTESÍA Y ESPÍRITU DE COLABORACIÓN Deberá prestarse un servicio atento, amable, cortés y sensible, respetando la privacidad y dignidad del ciudadano, y observando especial atención a quienes más necesitan. (…) Asimismo, todas las notas o llamados telefónicos o electrónicos que se cursen desde una repartición pública hacia un ciudadano, deberá indicar -claramente- el empleado, agente o funcionario responsable de su envío.

F) CORRECCIÓN DE FALLAS (…) Asimismo, las unidades del gobierno deberán promover un intercambio cruzado de información acerca de experiencias en materia de satisfacción del ciudadano.

G) EFICIENCIA Deberá observarse claridad, celeridad, fácil seguimiento en los procedimientos administrativos, eficacia, economía y una permanente evaluación de los resultados obtenidos en función de los estándares establecidos.

5.- MOMENTO EXPLORATORIO 

De la navegación preliminar por portales web de diferentes gobiernos, se registraron una serie de observaciones.

Algunas de las mismas serán presentadas a continuación en sus grandes rasgos, pero cabe aclarar que este estudio comparativo no persigue intenciones críticas sino propositivas, a efectos que los gobiernos que ya tienen publicados sus sitios en la Red, puedan optimizarlos y quienes aún no (tal es el caso de un gran número de municipios), se vean animados a afrontar el desafío  a sabiendas que de este modo, estarán dando respuesta a un derecho elemental del ciudadano.
5.1.- Debilidades observadas

· Portales que actúan, básicamente, como difusores de gacetillas de prensa, desaprovechando el enorme potencial que tiene Internet. 

· Portales que no favorecen la interactividad (son unidireccionales. El ciudadano no tiene posibilidad, por ejemplo, de opinar acerca de la web, de solicitar ampliación de datos por medio de un formulario, etc.)

· Portales que no se actualizan diariamente, y mantienen on line información perimida. 

· Páginas web confusas, en las que el visitante no sabe dónde está ni hacia dónde ir.

· Los hay muy cargados, con sobreabundancia de efectos, priorizando el diseño gráfico por sobre el contenido. 

· Páginas muy “pesadas”. Exceso de imágenes y fotografías poco o nada pertinentes.

· Algunos ministerios publican importante cantidad de información, otros muestran gran carencia de ella, en un mismo portal de gobierno.

· Páginas web de Ministerios de Educación...con errores ortográficos! 

· Pocos gobernadores y ministros publican sus declaraciones juradas patrimoniales.

· Portales que muestran  direcciones electrónicas de contacto que nadie chequea.

· Algunas consultas son recibidas por el “webmaster”, quien generalmente posee conocimientos de índole estrictamente técnico, pero no está capacitado para responder y/o  derivar las solicitudes de información.

5.2.- Fortalezas observadas

· Portales que publican Boletines Oficiales a diario.

· Portales sobrios, con información bien organizada. 

· Diseño gráfico que no interfiere con la función específica del mismo. 

· Sitios Web actualizados diariamente, que dan de baja la información que ya no es útil y conservan en archivos la que a pesar de su antigüedad, sigue siendo valiosa para el ciudadano. 

· Algunos sitios proporcionan el software necesario para la descarga de archivos publicados en diferentes formatos (.zip, .pdf, etc.)

· Citan las fuentes cuando corresponde, tanto en texto como en imágenes.

· Muestran coherencia de estilo en la redacción de textos en todos los ministerios y organismos.

· Poseen en su staff la figura del “corrector”, que tal como en revistas y periódicos, se asegura que no se publiquen contenidos con errores ortográficos y/o gramaticales.  
· Tienen disponibles buscadores de información por palabra clave y mapa del sitio.
6.-ALGUNAS CONCLUSIONES PROPOSITIVAS

1) Es imprescindible la concreción de una campaña que difunda el derecho ciudadano. De acceso a la información pública. (Se ha observado que al recibir respuesta ante una solicitud realizada vía web, algunos ciudadanos se sorprenden y lo agradecen como si tratara de un favor).

2) Si entendemos a la información como: ”toda constancia en documentos escritos, fotográficos, grabaciones, soporte magnético, digital o en cualquier otro formato,  excepto que el solicitante requiera el formato papel por alguna necesidad puntual, se debería tener en cuenta que es más rápido y económico para la Administración Pública proporcionar las  respuestas por medios electrónicos. (Se han observado derivaciones a mesa de entrada de solicitudes de información que hubiera sido aceptada por el requirente en formato digital)

4) Es recomendable realizar un seguimiento cualitativo y cuantitativo de las solicitudes que llegan a los gobiernos por medio de los portales web. Para ello, debería desarrollarse un sistema informático de gestión de solicitudes de acceso a información pública por web, que arroje informes estadísticos y posibilite el seguimiento por parte de los ciudadanos.

5) Si “toda persona, física o jurídica, pública o privada, tiene derecho a solicitar y recibir información, no siendo necesario acreditar derecho subjetivo, interés legítimo ni patrocinio letrado
”, el envío de un email solicitando información de carácter público debe tener un destino cierto, independientemente de quién lo ha solicitado y para qué lo ha hecho. (Se han observado solicitudes de información denegadas por no fundamentar causa, o por perseguir fines de lucro. Ej. Agencia de turismo solicitando listados y direcciones de escuelas para publicitar viajes de estudio)

6) Se hace necesario que los Gobiernos definan sus proyectos de portales web, de acuerdo a sus características y posibilidades reales. (Se ha observado el planteo de metas muy ambiciosas, para los que tecnológicamente el gobierno no estaba preparado -por ejemplo, email para todos los ciudadanos-)

7) Es importante tener en cuenta que los contenidos publicados en una página web deben responder a criterios de orden y navegabilidad. (Se ha observado la existencia de información valiosa, pero de difícil acceso y  con links inhabilitados)

8) Los contenidos a publicar, definidos por cada organismo público, deberían ser remitidos a los desarrolladores de la web por medios autorizados. Si es en formato papel, con la firma del responsable, y si es por email, desde una cuenta de correo autorizada a tal fin.   (Se ha observado que ante situaciones problemáticas, tales como un documentos con errores, nadie se hace responsable de su publicación)

9) Las gerencias de sistemas y los responsables informáticos deben procurar la solución a cada caso particular, de acuerdo a los requerimientos que cada área de gobierno necesite y  ofreciendo alternativas de solución en casos complejos (Por ejemplo, bases de datos demasiado extensas y complejas)

10) Es conveniente publicar en las homes pages de los gobiernos un formulario modelo de solicitud de información  a efectos que los ciudadanos puedan completarlas y enviarlas a destino de manera ágil y rápida.

11) Es relevante que quienes estén encargados de receptar dichas solicitudes se encuentren capacitados para dar respuesta, o canalizar a quien corresponda las mismas.

Asimismo (por obvio que parezca), deben conocer fehacientemente los alcances de las leyes vigentes. 

12) Los agentes públicos que reciban solicitudes de información deberían confirmar al solicitante la recepción de la misma, otorgando algún tipo de identificación (código, etc.)  para su posterior seguimiento, e identificarse con nombre, cargo e información de contacto.

13) En Ministerios u organismos de gran envergadura, es muy importante establecer una red de enlaces y contactos, con nombre y apellido, domicilio laboral, TE, email, etc. para asignar la responsabilidad de proporcionar la información solicitada.

Dicha red debería ser difundida hacia el interior de los organismos a efectos de ser por todos conocida, para eventuales derivaciones de consultas que no lleguen al sitio indicado. Asimismo, debe ser publicada en la web para que los ciudadanos ahorren tiempos y esfuerzos al dirigirse de manera precisa al foco de su interés.

14) Es necesario atender al principio de la equidad, dando posibilidades a toda la ciudadanía para acceder a estos servicios, colocando “kioscos” con computadoras que permitan el acceso al portal de gobierno en shoppings, terminales de ómnibus, etc.

15) Las escuelas y centros de participación comunal con equipamiento informático (en el caso de Córdoba se ha realizado una importante cobertura en este aspecto) podrían ser utilizadas fuera de horario de clase para capacitar a los ciudadanos en el uso de estos servicios. 
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· SEMINARIO INTERNACIONAL DE ACCESO A LA INFORMACION PUBLICA. Centro de Implementación de Políticas Públicas para la Equidad y el Crecimiento (CIPPEC).  Asociación por los Derechos Civiles (ADC). Bs. As. 2005.
Este estudio se encuentra en proceso de desarrollo.

Las personas interesadas de todo el país están invitadas a colaborar en su concreción y a  instalar el tema en las agendas de sus respectivos gobiernos.  

Por modelo de solicitud de información on line y propuesta para seguimiento de las mismas, como así también por opiniones, sugerencias u otro tipo de aporte, dirigir un email a informacionpublicayportalesweb@yahoo.com.ar. 

***Muchas gracias***

� El mismo se encuentra en su momento exploratorio, de revisión bibliográfica/ documental, y de formulación de propuestas para la gestión asociada.


� Nombre dado por el Municipio de Morón a su plan de transparencia en la gestión.


� A la fecha, se aguarda la sanción en el Congreso de un Proyecto de Ley que recibió media sanción en Diputados y que fuera sancionado con discutidas modificaciones en el Senado, restando que Diputados se pronuncie respecto a los citados cambios.


� Sólo se citan los artículos y puntos de la Ley  pertinentes al presente trabajo.


� A la fecha, el servicio de email para ciudadanos no está implementado. 


� La distribución de algunos equipos de acceso público ha comenzado lentamente a implementarse. 


� Artículo 6 del Reglamento del Decreto Nº 1172 del PEN (en concordancia con la ley cordobesa) 
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